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ANEXO VIII

Observaciones formuladas por el Comité de Derechos Humanos conforme
al párrafo 4 del artículo 5 del Protoeo10 Facultativo del Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos

relativas a la

Comunicación.No. R.l/4

Presentada por: William Torres Ramírez

Estado parte interesado: Uruguay

Fecha de la comunicación: 13 de f~br~ro de 1977

El Comité de Derechos Humanos, ~tablecido en virtud <lel artículo l8 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Po1ítieo$#

reunido el 23 de julio de 1980;

habiencb concluido el examen de ~a eomlJni~~i9n No. R.l/4$ pr,esentada al
Comité por Wil1.:i.am ~rr.es Ramirez conforme al Protocolo F.¡acultativo -del
Pacto Internac:LonaJ. de Derechos Civiles y Po1íti-cos¡

habi~do teni~ el cuenta toda la inf9rma~iQnescrita que le han
proporcionado el. autor de ].a comuni'Caci-óoy ·el Estad? parte int.er,esado¡

aibpta. las siguientes:

CBSERVACIONES FORMU!A..~ CONFQ2ME AL PARRAFO -4 DEL ARTICULO '5
D.EL PRO'roOOL-oFACUL"'r.M'IVO

1 El autor de ~i:a -comuni'Caci'Ón {'Cartaifi.i'C~l & f~ha 13 de f..ebr:~r~ de 1~71 Y
mL.T'i:as 5ucesivasde :f.echa 22 1ie 9Ctubroe -(le 1917,r '5 1ie -abr i1 .Qe 1918 Y 2G de mayo
:de :.l97B) -es 110 nacional uru9uayor<eSi-óent:e oen Méxi'OO. Pr:esent'Ó la -comunieación -en
nml'lbr:: propio.

2. E. aut.or ~:lara ~'f: ~l ~ ~ 'di-ciaubroe 1iIa 1'9'15 fue óet.-eniOO :en :.Su wmi--ciliQ .Qe

~video "po..t' cuat-ro iJ.'Allbres -d!: -cÜ<i1 y '9OI1'IJucí1io ..al Batsill1Sn -de Infantería
.No. ..l3" 1:a:mb.íkn .l.laudo ""La ~uina¡ll. ~cr ibs; v.arias formas -de to-r:j:.ULG\ .que
liE-as~1:e se apli'CaPan ~ 10$ pr:es~ 'Y, :en particular" 'Óecl.ara que -él misUlO f·ue
m:&e~iQoal $ubaaii1.lo(~f~i-6n~ -el .agua) y alplant'Ón {f·ue -obli-g.ado oa
~r -de -pie 1i¡.u:.anw 'C~~-9 1iías) "le tuvieron -col-gado {por l-os br~SI
~" 1'1u~ª"te3~ !l9r.as) y .le g91pe.aron {:en una 9Casioo, seg\Ín afirma ... -cpn tal
±tr~ f,!~ .~ tuvieron -que .llev.ar al hospital militar}. Al '<:aro llecasi l.lO .mes
de ~ci9nf·jJe'9bli-gm 9- fír.iil.ar .~ declar.ación·.es.-crita .:en que ..a.firmabaqueno
11ab» ;s;i~ ~~t-9 • .apremí~ fisi'C"9Sytuvoque -Cvntestarun -cu~stionario ace~<:a

1ie~ ~ti-viQa~ '99Ii9 ini-embr-Q-del Parti-do -'Comuni-staeEl 3l1ie 'Óioiembre 4e 1975
~ ~~~~.al~.imient9 .Qe ArtUl-eria iNO. 1 en ·.!laPal1Jea.. 'Cerr9. Blautor
1ie:P~~~ '9~ll-eg9las -«>ndiei-ones .Qe ].a ,detenci1Ínen ese lugarer.an .al-go
a.e~.l:~ q~ .en ."'~ )1¡iq~in~r", per.p q\le ~Qrar-oo .,apartir-del mes .aefebrero
~ .l,$?~.. Afi:r~ -que l~ .Qeteni~ tenían ~tinuamente l-os'Ojos vendados, .que eran
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sometidos a malos tratos (falta de comida y de ropa) y a torturas (golpes,
plantones) y que durante un período de seis meses sólo se les permitió salir de las
celdas para 15 minutos de recreo en ocho ocasiones. En La Paloma fue obligado a
firmar otra declaración escrita en la que decía que no se le había maltratado ni
sometido a torturas.

El autor declara que en febrero de 1976 fue llevado ante un juez militar para
interrogatorio y en junio de 1~76 se le ll~vó de nuevo ante el mismo juez, quien
decretó su· libertad bajo emplazamiento. Pese a ello siguió detenido. Afirma que
nunca tuvo asistencia letrada, que nunca fue juzgado puesto que no se le habían
formulado cargos contra él, y que el tribunal le comunicó que si hacía algún cambio
en sus declaraciones escritas anteriores sería juzgado por perjurio, delito que se
castigaba con pena de prisión de tres meses a ocho aftos.

Afirma además que el l· de julio de 1976 fue trasladado al Bloque
Disciplinario nB", en otro sector de La Paloma, donde había nueve celdas, la más
grande de 1,2 x 2 metros, en cada una de las cuales había dos presos.

Declara que el 6 de agosto de 1976 fue puesto en libertad y un mes más tarde
obtuvo asilo político en México.

El Sr. TOrres Ramírez ~lega que el trato que recibió durante su detención
eliminaba prácticamente toda posibilidad de recurrir a un abogado defensor. En
cuanto a agotar los recursos internos, seftala que la única decisión que adoptó el
tribunal en su caso fue la de ordenar su puesta en libertadJ en consecuencia no
cabía en su caso el recurso de habeas corpus, ya que había estado detenido en
aplicación de las Medidas Prontas de Seguridad.

Por último, el Sr. Torres Ramírez declara que no recibió ninguna indemnización
después de su puesta en libertad.

Afirma, por lo tanto, que fue víctima de violaciones del artículo 7, de los
párrafos 1, 3 Y 5 del artículo 9, de los párrafos 1 y 3 del artículo 10, de los
apartados b), c), d), e) y g) del párrafo 3 del artículo 14, de los párrafos 1 y 2
del artículo 18 y del artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos.

3. El 26 de agosto de 1977 el Comité de Derechos Humanos decidió transmitir la
comunicación al Estado parte, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 91 del
reglamento provisional, y solicitar de ese Estado parte información y observacioneE
relacionadas con la cuestión de la admisibilidad de la comunicación.

4. En carta de fecha 27 de octubre de 1977 el Estado parte se opuso a la
admisibilidad de la comunicación por dos razones;

a) el asunto de que se trataba ya estaba siendo examinado por la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos;

b) la presunta víctima no había agotado todos los recursos de la
jurisdicción interna disponible.
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5. El 26 de enero de 1978 el Comité de Derechos Humanos puso en conocimiento del
Estado parte que, de no recibir informaciones más concretas relativas a los
recursos internos a disposición del autor y a la eficacia con que aplicaban esos
recursos las autoridades competentes del Uruguay, el Comité tendría que admitir que
el autor había agotado esos recursos y, en consecuencia, consideraría admisible la
comunicación por lo que hacía al agotamiento de los recursos internos, a menos que
el Estado parte proporcionase detalles de los recursos que, según sostenía, POdrí~

baber utilizado el autor en las circunstancias de su caSOI junto con las pruebas dE
que existían posibilidades razonables de que tales recursos fuesen efectivos.

6. En carta de fecha 5 de abril de 1978 el Sr. Torres Ramírez comunicó al comité
que su easo había sido retirado del examen por la Comisión Interamericana de
Derechos Bwnanos.

7. En carta de fecha 14 de abril de 1978 el Estado parte presentó una información
que consistía en una descripción general de los derechos que asistían al imputadu
ante la justicia penal militar y de los recursos internos de ~ue disponía el mismo
como medios de proteger y salvaguardar sus derechos ante la justici~ nacional. No
se especificaba, sin embargo, de qué recursos podía haber dispuesto el autor en las
circunstancias particul~res de su caso.

8. En carta de fecha 20 de mayo de 1978 el Sr. Torres Ramírez alegó que los
recursos enumerados por el Estado parte no se aplicaban en su caso porque !lo había
sido procesado y que no cabía el recursos de habeas corpus porque había sido
detenido en virtud de las Medidas Prontas de Seguridad. El autor se~aló que
ninguno de los otros recursos enumerados por el Estado parte habr ían podido
utilizarse en su situación.

lndemnización 9. El 25 de julio de 1978 el Comité de Derechos Humanos:
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I 91 del
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la

Comisión

a) Habiendo llegado a la conclusión de que el apartado a) del párrafo 2 del
articulo 5 del Protocolo no le impedía declarar admisible la comunicación aunque el
mismo asunto hubiera sido presentado a otro órgano de examen o arreglo
internacional, si el asunto había sido retirado de la jurisdicción de ese otro
órgano o si ya no estaba siendo examinado activamente por él, en el momento en que
el Comité adoptase su decisión sobre la admisibilidad del asunto~

b) Habiendo llegado a la conclusión de que el apartado b) del párrafo 2 del
artículo 5 del Protocolo no 1~ impedía examinat una comunicación recibida con
arreglo al Protocolo en los casos en que las alegaciones mismas planteasen
cuestiones relativas a la disponibilidad o la efectividad de los recursos inter~o&,

y cuando el Estado parte, habiéndoselQ solicitado expresamente el Comité, no
aportara detalles sobre la disponibilidad y efectividad de los recursos interno~ en
~lcaso particular de que se tratara;

Decidió, en consecuencia:

al qu~ la comunicación era admisible;

b) que el texto de esta decisión se transmitiera al Estado parte, junto con
.el texto oe los documentos pertinentes, así como el autor.
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c) que, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 4 del ProtocoloFacultativo, se pidiera ~l Estado parte que presentara por escrito al Comité,dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se le transmitiera estadecisión, explicaciones o declaraciones para aclarar el asunto y que seftalase lasmedidas que eventualmente hubiese adoptado al respecto.

Ui)

iv)

10. El 18 de abril de 1979, el Comité decidió que se recordara al Estado parte queel plazo de seis meses para la presentación de explicaciones o declaracionesprevisto en el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo había expirado el28 de marzo de 1979 y que se pidiera al Estado parte que presentase dentro delplazo de seis semanas a partir de la fecha de la transmisión de esta decisión alEstado parte, observaciones relativas a la esencia del asunto en examen, y queadjuntase copias de toda orden o decisión judicial pertinentes para el caso enexamen.

v)

11. La .decisión del 18 de abril de 1979, del Comité, se transmitió al Estado parteel 18 de mayo de 1979. El plazo de seis semanas que se fijaba en la misma expirópor lo tanto, el 2 de julio de 1979. Más de tres meses después de esta fecha serecibió del Estado parte otro documento, de fecha 11 de octubre de 1979.
13. El C
informaci
del artic12. En este nuevo documento, de 11 de octubre de 1979, el Estado parte repetía lasopiniones expresadas en su documento del 14 de abril de 1978, es decir, que elComité debía examinar de nuevo la cuestión de la admisibilidad a la luz de lasexplicaciones proporcionadas por el Estado parte acerca de los recur~os queasistían a l~s imputados ante la justicia nacional, reafirmaba su convicción de quesu respuesta del 14 de abril de 1978 debía haber sido suficiente para aclarardefinitivamente la cuestión, y affadía las explicaciones siguientes:
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En el Uruguay no existen delitos de opinión, ni personas detenidas porsus ideas, sino delincuentes comunes, que no dejan de serlo porqueinvoquen una filosofía o ideología revolucionaria o disolvente del ordensocial libremente establecido por la abrumadora mayoría del pueblo. Esohace totalmente improcedentes las referencias a los artículos 18 y 19 delPacto;

ii)

i) En el Uruguay los apremios físicos están expresamente prohibidos por elartículo 26 ge la Constitución y el artículo 7 de la Ley No. 14.068 ytodo funcionario público culpable de abuso de autoridad y de agresióncontra una persona incurre en responsabilidad penal y civil, as! como enresponsabilidad administrativa y puede ser destituido;

En cuanto a las acusaciones de supuestas violaciones del Pacto, el Estadoparte afirmó que eran infundadas, irresponsables y exentas de los mínimos elementosprobatorios y, a modo de ejemplo, presentó la información siguiente para refutartales falsedades:

El 24 de junio de 1976 se decretó su libertad bajo emplazamiento,clausurándose lós procedimientos de su causa el 3 de agosto de 1976.

Se asiló en la Embajada de México (ü 21 de octubre de 1976, partiendo condestino a ese país una semana después.

El Sr. Torres Ramírez fue detenido el 6 de diciembre de 1975 e internado alamparo de las Medidas Prontas de Seguridad por su presunta vinculación conactividades subversivas. Intervino el Juez Militar de Instrucción de Primer Turno.



iii) Para la detención administrativa en virtud de las Medidas Prontas de
Seguridad no es necesario que existe delitoi basta el peligro grave e
inminente que afecte la seguridad y el orden públicOi

iv) La Ley No. 14.068 sobre Seguridad del Estado f del 10 de julio de 1972,
sometió a la jurisdicción de los Tribunales Militares a los autores de
delitos militares, aun cuando fueran civiles, lo que explica que el Sr.­
Torres detenido por presuntas actividades subversivas, fuera sometido a
dicha jurisdiccióni

v) El conjunto de disposiciones que fOIman los códigos mílitáres (Código
Penal Militar, Código de Organización de los Trib~nales Militares, Código
de Procedimiento Penal Militar) delimitan con todo detalle el campo de
acción de los diversos órganos de la justicia militar, de tal manera que
el ejercicio de la función jurisdiccional está rodeado de plenas
garantías.

13. El Comité ha examinado la presente comunicación a la luz de toda la
información qu~ le han presentado las partes, tal como se dispone en el párrafo 1
del artículo 5 del Protocolo Facultativo.

14. Con respecto al agotamiento de los recursos internos el Gobierno del Uruguay
ha comunicado al Comité, en relación con otro caso (R.2/9), que el recurso Qe
habeas corpus no es aplicable a las personas detenidas en virtud de las Medidas
Prontas de Seguridad. El Sr. Torres Ramírez declaró que no había podido interponer
ningún otro recurso jurídico, porque nunca se le había sometido a juicio. No
existe ningún elemento que pru~be a juicio del Comité que había otros recursos que
el Sr. Torres Ramírez debiera haber interpuesto.

15. En consecuencia, el Comité decide basar sus opiniones en los hechos siguientes
que, o han sido confirmados en 10 esencial por el Estado parte, o no han sido
denegados, excepto en denegaciones de carácter general que no ofrecen ninguna
información e explicación concreta: Wi11iam Torres Ramírez fue detenido el 6 de
diciembre de 1975, compareció ante un juez militar en febrero de 1976 y nuevamente
el 24 de junio de 1976, cuando se decretó su Hbertad bajo emplazamiento. No
obstante, siguió detenido hasta el 6 de agostu de 19760 Durante su detención no
tuvo acceso a asistencia letrada. No tuvo ninguna posibilidad legal de pedir el
habeas corpus.

16. Con respecto a las acusaciones de malos tratos, el Comité toma nota de que en
su comunicado de 13 de febrero de 1977 el autor dio el nombre del oficial superior
resPQ\sab1e de los malos tratos que presuntamente recibió desde enero ee 1976 hasta
junio de 1976. El Estado parte no ha presentado ninguna prueba de que estas
acusaciones se hayan investigado debidamente de conformidad con las leyes que
mencionó en su comunicación de fecha 11 de octubre de 1979. Una refutación de
estas acusacione~ en términos generales no es suficiente. El Estado parte debería
haber investigado las acusaciones con arreglo a su legislación y a sus obligaciones
en virtud del Pacto y del Protocolo Facultativo.

17. El Comité de Derechos Humanos ha examinado si las acciones y el trato que
primafacie no son conform~s con el Pacto podrían estar justificados por alguna
razón en virtud del Pacto en es~s circunstancias. El Gobierno ha hecho re!erencia
a las disposiciones de la legislación uruguaya, incluidas las medidas prontas de
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seguridad. Sin embargo, el Pacto (artículo 4) no autotiza suspensión alguna de sus
disposiciones por medidas nacionales, excepto en circunstancias .uy determinadas, y
el Gobierno no ha presentado ningún hecho ni remitido a ley alguna que justifiquen
esa suspensión. Además, algunos de los hechos mencionados más arriba se refieren a
cuestiones reguladas en disposiciones cuya suspensión el Pacto no autoriza en
circunstancia alguna.

18. El Comité de Derechos Humanos, actuando conforme al párrafo 4 del articulo 5
del Protoc9lo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
estima que estos hechos, en la medida en que prosiguieron o se proilujerOa"1 después
del 23 de marzo de lS16 (fecha en que el Pacto entró en vigor con respecto al
Uruguay), revelan violaciones del Pacto, y en particular:

del artículo 1 y del párrafo 1 del articulo 10, a causa del trato de que fue
objeto el detenido hasta junio de 1916J

del párrafo 1 del artículo 9, porque no se puso en libertad al detenido hasta
seis semanas después de ordenarlo el juez militarJ

del párrafo 4 del artículo 9, porque en su caso no c~bía el recurso de
habeas corpusJ

del párrafo 3 d 1 artículo 14, porque no tuvo acceso a aRistencia letrada.

19. Por consiguiente, el Comité considera que el Estado parte está obligado a
proporcionar a la víctima recursos efectivos, incluida una reparación, por la
violación de sus derechos, y a tomar medidas para evitar que vuelvan a producirse
violaciones similares.
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